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PAGO DE INCAPACIDADES / NULIDAD POR INDEBIDA INTEGRACIÓN DEL LITIS CONSORCIO NECESARIO. “[D]e los mismos hechos expuestos en la demanda de tutela, el interés y posible relación con lo decidido en el trámite frente a CAFESALUD, EPS a la cual se encontraba la afiliada la actora al momento de generase las incapacidades, y la cual emitió concepto desfavorable de rehabilitación, el a quo no procedió a vincularla, lo cual era necesario, máxime si se tiene en cuenta que de acuerdo con la jurisprudencia actual de la H. Corte Constitucional, son las EPS las que deben asumir el pago de dichos auxilios en ciertas ocasiones. En esas condiciones, debe concluirse que no se integró en debida forma el litis consorcio necesario, situación que tiene la entidad suficiente para declarar la nulidad de lo tramitado y ordenar su devolución al a quo para que se rehaga en debida forma la actuación.”.
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                                                                    Acta de Aprobación No 049
                                                    Hora: 4:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado de la señora MSMC, frente al fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela interpuesta contra la Administradora Colombiana de Pensiones -en adelante COLPENSIONES-.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que se plantean en el escrito de tutela se puede concretar así: (i) en agosto 24 de 2016 el apoderado de la señora MSMC radicó en COLPENSIONES las incapacidades que le fueron expedidas y la documentación correspondiente para que se procediera a su pago; y (ii) a pesar de haber transcurrido más de dos meses, dicha entidad no ha informado en estado se encuentra el trámite.
Con fundamento en lo anterior, se solicita el amparo de los derechos fundamentales de petición, debido proceso e igualdad; y en consecuencia, se ordene a COLPENSIONES por intermedio del funcionario encargado, brindar la información concerniente al reconocimiento de la documentación de incapacidades radicada en agosto 24 de 2016, y el pago de las mismas.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El asunto correspondió por reparto al Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, despacho que admitió la acción, corrió traslado a COLPENSIONES, y vinculó de manera oficiosa a ASALUD LTDA, entidades que se pronunciaron en los siguientes términos:
- El Vicepresidente Jurídico y Secretario General (e) de COLPENSIONES indicó que la accionante fue calificada con una pérdida de capacidad laboral de 40.6% de origen común, según dictamen N° 2016146470BB de abril 11 de 2016, y en agosto 24 de 2016 solicitó el reconocimiento y pago del subsidio de incapacidad.
De acuerdo con la normativa vigente, en los eventos de incapacidades superiores a 180 días y hasta máximo 360 días adicionales a los 180 días iniciales, con el concepto médico expedido por la EPS en el cual se afirme pronóstico favorable de rehabilitación, conforme lo establecido en el artículo 142 del Decreto 019/12, le corresponde a la Administradora del Fondo de Pensiones otorgar un subsidio de incapacidad equivalente al pagado por la EPS, según se ha determinado jurisprudencialmente, hasta el momento de emitirse el dictamen de pérdida de capacidad laboral, lo cual también se ha materializado en los Decretos 2463/01 y 019/2012.
No se presenta en este caso ninguna vulneración de los derechos fundamentales invocados por parte de esa entidad, toda vez que la obligación de la misma era frente a la viabilidad del reconocimiento de la pensión de invalidez, mas no sobre el reconocimiento de las incapacidades generadas con posterioridad al día 180, puesto que no es COLPENSIONES la llamada a reconocer las incapacidades, ya que no se cumplen los presupuestos legales para ello.
- El Gerente y Representante Legal de ASALUD LTDA señaló que la actora presentó la documentación necesaria referente a las incapacidades que reclama, por lo que se realizó la respectiva auditoría, en la que se determinó que el concepto de rehabilitación allegado muestra un pronóstico de recuperación desfavorable, y de acuerdo con el cual en cumplimiento de las instrucciones dadas por COLPENSIONES, y según lo reglado en el artículo 142 del Decreto 019/12 no procede el reconocimiento del subsidio de incapacidad; en consecuencia, se adelantó el proceso de pérdida de capacidad laboral de la actora, y mediante dictamen N° 2016146470 se determinó invalidez del 40.6%, con fecha de estructuración de marzo 03 de 2016.

Finalmente solicita la desvinculación de esa entidad, por cuanto no es responsable ni legal ni contractualmente del pago de las incapacidades de la tutelante.

3.2.- El despacho de instancia emitió fallo mediante el cual amparó el derecho fundamental de petición de la accionante; y en consecuencia, dispuso que dentro de los 5 días siguientes a la notificación de esa decisión, el Gerente Nacional de Reconocimiento de COLPENSIONES, notificara a la actora lo resuelto sobre la solicitud de reconocimiento y pago de incapacidades elevada por ella en agosto 24 de 2016.
4.- IMPUGNACIÓN

El apoderado de la tutelante se mostró inconforme con la decisión, y al efecto argumentó:
El fallo emitido abordó parcialmente lo solicitado, toda vez que se limitó a amparar el derecho de petición, y dejó de lado la solicitud de pago de las incapacidades, máxime que la actora es un sujeto de especial protección constitucional en razón de su estado de salud, por cuanto es portadora del VIH SIDA, por lo que debían también ampararse sus derechos fundamentales a la salud, a la seguridad social, al mínimo vital y a la vida digna, ya que dichas garantías se encuentran en peligro, y por ello es procedente la tutela para obtener el auxilio económico reclamado por incapacidades parciales.
Si bien el porcentaje de pérdida de capacidad laboral no es suficiente para obtener la pensión de invalidez, existe un concepto médico que indica que no es una persona físicamente apta para trabajar, por lo que la falta de reconocimiento de las incapacidades le impide solventar sus necesidades básicas.
Su poderdante se encuentra en un estado en el cual la ley no la ampara, y por ello es necesario que el juez de tutela emita una valoración que evite que sus derechos sigan siendo trasgredidos.

La Corte Constitucional en múltiples decisiones, entre ellas, en la sentencia T-980/08 -cita el aparte pertinente-, ha determinado que el pago de las incapacidades mayores a 180 días se encuentra a cargo del fondo de pensiones, que en este caso es COLPENSIONES.

De acuerdo con lo anterior, solicita se revoque la determinación adoptada por la primera instancia, y en su lugar se amparen las garantías constitucionales de su representada.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Existe competencia funcional para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00; sin embargo, analizada con detenimiento la actuación surtida se observa que no es posible desatar la impugnación formulada y en su defecto la Sala debe pronunciarse acerca de una irregularidad procesal presentada en desarrollo del trámite adelantado en el juzgado de primer grado, dado que no se integró en debida forma el contradictorio, al ser indispensable que todas las partes que tienen algún interés en el asunto fueran atadas al mismo y permitir de esa forma la oportunidad para que ejerzan los derechos de defensa y contradicción.

Ello no ocurrió así porque no obstante advertirse de la respuesta y de los mismos hechos expuestos en la demanda de tutela, el interés y posible relación con lo decidido en el trámite frente a CAFESALUD, EPS a la cual se encontraba la afiliada la actora al momento de generase las incapacidades, y la cual emitió concepto desfavorable de rehabilitación, el a quo no procedió a vincularla, lo cual era necesario, máxime si se tiene en cuenta que de acuerdo con la jurisprudencia actual de la H. Corte Constitucional
, son las EPS las que deben asumir el pago de dichos auxilios en ciertas ocasiones.

En esas condiciones, debe concluirse que no se integró en debida forma el litis consorcio necesario, situación que tiene la entidad suficiente para declarar la nulidad de lo tramitado y ordenar su devolución al a quo para que se rehaga en debida forma la actuación.
Así las cosas, no queda alternativa diferente a decretar la nulidad de la sentencia objeto de apelación con el fin de que se proceda de inmediato a integrar el contradictorio en los términos indicados. 

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA


PRIMERO: DECLARA LA NULIDAD del fallo objeto de apelación por las razones aducidas en la parte motiva de esta providencia, a efectos de integrar en debida forma el contradictorio. 

SEGUNDO: Remítanse de inmediato las diligencias al juzgado de origen para lo pertinente.

Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-144/16.
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